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E n los últimos 20 años, Perú se ha 
convertido en un destino privile-
giado de las inversiones extracti-

vas. El extractivismo minero se ha expan-
dido exponencialmente hasta constituirse 
en uno de los sectores más importantes 
de su comercio internacional. Al mismo 
tiempo la resistencia a la minería se ha 
extendido a nivel nacional y el cuestiona-
miento a su rol en el desarrollo es cada vez 
más creciente. 

El escenario fu-
turo son mayores 
tensiones entre 
Gobierno y comu-
nidades alrededor 
de proyectos mine-
ros, donde desde lo 
central se pretende 
fortalecer el modelo 
extractivista y des-
de el local se busca 
romper la visión 
centralista del desa-
rrollo. Sin embargo, 
¿será posible a par-

Incompatibilidades 
de una apuesta 
extractivista

tir de una resistencia focalizada construir 
una posibilidad de cambio en el modelo 
de desarrollo que hasta ahora es funda-
mentalmente extractivista? 

Explorando el terreno de la 
minería

Debemos reconocer que la actividad 
minera ha formado parte de la historia del 
país, pero es desde hace dos décadas que 
ha venido adquiriendo importancia eco-

nómica y política.
En los prime-

ros años de la 
década de los no-
venta se creó un 
marco favorable 
(jurídico e institu-
cional) para atraer 
la participación de 
los privados en el 
desarrollo extrac-
tivista. El nuevo 
marco eminente-
mente liberal fa-
cilitó el desarrollo 

extractivo, expresándose en el incremento 
de áreas concesionadas para la minería y 
de las inversiones en exploración, la en-
trada en operación de grandes proyectos 
mineros (Yanacocha, Antamina, Pierina, 
entre otros) y el crecimiento de la partici-
pación del sector en las exportaciones. 

Estas características se 
mantienen en constantes 
en la actualidad

Las concesiones mineras tituladas su-
peran los 17 millones de hectáreas, pero 
si añadimos los que se encuentran en trá-
mite la cifra supera los 23.1 millones de 
hectáreas (a agosto de 2011). Las cinco 
regiones (Puno, Cusco, Ayacucho, Huan-
cavelica, Apurímac) con el mayor número 
de comunidades andinas, concentran el 
31% del total de hectáreas concesionadas. 

La minería se ha convertido en el prin-
cipal sector exportador y destino impor-
tante de las inversiones extranjeras. En 
los últimos cuatro años (2007-2010) las 
exportaciones mineras en promedio han 
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representado el 60% del total de exporta-
ciones. En el 2010 las mineras exportaron 
por US$ 21,723 millones. Por otro lado, 
las inversiones mineras en el 2010 alcan-
zaron la cifra de US$ 4,026 millones, 42% 
más que lo registrado en el 2009. La ten-
dencia es creciente en los últimos 4 años. 

A julio del 2011, existen en cartera 43 
principales proyectos mineros con una in-
versión esperada de US$ 42,451 millones 
para los próximos años1. El 65.20% de las 
inversiones mineras se concentran en cua-
tro regiones: Cajamarca, Apurímac, Mo-
quegua y Arequipa. Todos los proyectos 
mineros se ubican en los Andes y sobre 
territorios de comunidades, así el 27.76% 
de las inversiones se concentran en cinco 
regiones con mayor número de comuni-
dades reconocidas. 

Desde esta perspectiva el Perú ven-
dría a ser un “país minero”. El estado ha 
convertido a la minería en una cuestión 
de “interés nacional” sobre todo las otras 
cuestiones (ambiental, social, cultural, 
etc.). Las políticas mineras están protegi-
das por “contratos de estabilidad” (jurídi-
ca, tributaria). Hablar de cambios en las 
políticas mineras es “ahuyentar las inver-
siones”. Para simpatizar con esta perspec-
tiva los políticos argumentan que la clave 
es apostar por una mejor redistribución 
de los ingresos mineros. Por tanto, des-
de lo central y en este contexto hablar de 
transiciones parece una cuestión inadmi-
sible.

El territorio de las 
resistencias a la minería

Desde inicios de la década de los no-
venta el extractivismo se intensificó sobre 
los Andes y las comunidades se vieron 
sorprendidas por la presencia de empresas 
en sus territorios. Es lógico que conside-
rando la importancia de sus tierras para 
su subsistencia, muchas comunidades de-
nunciaran los impactos ambientales y so-
ciales de la minería y en algunos casos no 
otorgaran consentimiento a los proyectos. 

En este contexto, surgió –en 1999- la 
Confederación Nacional de Comunidades 
del Perú Afectadas por la Minería (CO-
NACAMI)2, un esfuerzo de articulación 
de las propias comunidades que se con-
virtió en uno de los actores emblemáticos.

En Espinar (Cusco), San Marcos (An-
cash), Cajamarca y otras zonas se denun-
ciaban el desplazamiento de comunidades 

E l proyecto “QUELLAVECO” (Mo-
quegua), de propiedad de Anglo 
American4 pretende 

extraer cobre de un yacimien-
to que se ubica sobre el lecho 
del río Asana y la empresa 
planea desviar el curso del 
río, así como utilizar aguas 
reservadas para un proyecto 
agrícola. Desde hace más de 
una década 28 comunidades 
aymaras de la zona andina y 
agricultores del valle costeño 
se oponen al proyecto minero por consi-
derar que su ejecución podría limitar la 
disponibilidad de agua para las actividades 
agrícolas.
“RIO BLANCO” (Piura), es otro proyecto 
de cobre ubicado sobre una concesión de 
6,475 hectáreas de propiedad de empresa 
china Xiamen Zijin Tongguan5. El proyecto 
se ubica sobre una zona de “bosques de 
neblina” que constituye un ecosistema 
andino con alta biodiversidad y una de 
las principales fuentes de agua para la re-
gión. Las comunidades de las provincias de 
Ayabaca y Huancabamba, así como agri-
cultores de los valles de Piura, se han mo-
vilizado en oposición al proyecto desde el 
año 2004. En el 2007 realizaron consultas 
vecinales en las provincias altas donde las 
comunidades rechazaron las actividades 
mineras en la zona.6

El proyecto “TÍA MARÍA”7 de Southern 
Copper (Grupo México) ubicado en la pro-
vincia de Islay (Arequipa) extraería cobre a 
través de dos tajos abiertos. Inicialmente 
la empresa planteó usar aguas subterrá-
neas y luego agua desalinizada de mar. Sin 
embargo, agricultores del Valle del Tambo 
se oponen al proyecto y han realizado una 
consulta vecinal donde la mayoría se pro-
nunció en contra de la minería (septiem-
bre, 2009). Tras las protestas el Gobierno 

canceló el proyecto (abril, 2011)8, pero la 
empresa anunció que insistirá con el pro-
yecto minero (febrero, 2012)9.
Entre mayo y junio del 2011, el proyec-
to “SANTA ANA”, de propiedad de Bear 
Creek Mining Corporation10 y ubicado en 
Puno, movilizó a las comunidades aymaras 
demandando declarar la región libre de 
minería. Tras varias semanas de protestas 
el Gobierno tuvo que revocar la autoriza-
ción a la empresa y aprobar la aplicación 
de un procedimiento de consulta previa a 
las comunidades11.
Recientemente, entre noviembre y di-
ciembre del 2011, las comunidades de 
Cajamarca se movilizaron demandando 
la cancelación del proyecto minero “MI-
NAS CONGA”12 de propiedad de Minera 
Yanacocha. El proyecto se ubica sobre una 
cabecera de cuenca, su ejecución implica-
ría la desaparición de lagunas naturales y 
afectaría las cuencas de tres provincias.

Tras un fallido intento de diálogo, el 
Gobierno central implementó un “perita-
je” sobre el Estudio de Impacto Ambiental 
cuyos resultados pretenden justificar la 
viabilidad del proyecto. 

Principales 
proyectos mineros 
resistidas por 
comunidades 
originarias

SANTA ANA

QUELLAVECO

MINAS CONGA

RÍO BLANCO
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En Cerro Pasco (foto) y otras zo-
nas como La Oroya, San Mateo 
de Huanchor, Choropampa, 
Callao, se denunciaban el des-
plazamiento de comunidades 
de sus tierras y se demostró los 
impactos mineros en la salud 
y la vida de sus pobladores a 
causa de la expansión minera.
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y qué concurrencias son ambientalmente 
posibles. 

El problema es quién y cómo se ordena 
el territorio. Si lo hace el Gobierno nacio-
nal el reto es cómo superar la visión cen-
tralista y extractivista del desarrollo. Hay 
experiencias a nivel regional y local pero 
es todavía muy temprano para valorar si 
este instrumento podría resolver un pro-
blema estructural.

Finalmente, volviendo a nuestra pre-
gunta inicial, dos décadas después de in-
tenso extractivismo podemos identificar 
señales que cuestionan y plantean refor-
mas al modelo extractivista. Sin embargo, 
es todavía lejana la posibilidad de discutir 
una transición con el poder central, pero 
se están gestando procesos locales y una 
incipiente articulación política que a lar-
go plazo podría llevarnos a este escenario. 
Por ahora el ordenamiento territorial po-
dría ponerle límites a la minería 

1	 Cartera Estimada de Proyecto de Inversión. MINEM. 
Información actualizada a julio de 2011. Disponible 
en: http://www.minem.gob.pe/minem/archivos/file/Mi-
neria/INVERSION/2011/PROY%2007-11.pdf

2	 Más información disponible en: http://www.conacami.
pe/2011/09/historia-de-conacami.html

3	 Ollanta Humala sobre Conga: Queremos el agua y el 
oro. Ver: http://www.larepublica.pe/16-11-2011/ollan-
ta-humala-sobre-conga-queremos-el-agua-y-el-oro

4	 http://www.angloamerican.com/business/copper/pro-
jects

5	 http://www.zjky.cn/english/tabid/138/Default.aspx
6	 http://www.todosobrerioblanco.com/
7	 http://www.southernperu.com/ESP/opinte/Pages/Tia-

Maria.aspx
8	 http://peru21.pe/noticia/739855/cancelan-proyecto-

minero-tia-maria
9	 http://elcomercio.pe/economia/1368956/noticia-pre-

sentaran-nuevo-estudio-ambiental-proyecto-minero-
tia-maria

10	  http://www.bearcreekmining.com/sp/Home.asp
11	 http://www.losandes.com.pe/Nacional/20110625/ 

51723.html
12	http://www.yanacocha.com.pe/operaciones/proyec-

to-conga/

de sus tierras para dar paso a la expan-
sión minera. En La Oroya, San Mateo de 
Huanchor, Choropampa, Callao y Cerro 
de Pasco, se demostró los impactos mine-
ros en la salud y la vida de los pobladores. 

Al año 2006 varios proyectos mineros 
fueron cancelados (Tambogrande y Ce-
rro Quillish) o se encontraban estancados 
(Quellaveco, Río Blanco) por no contar 
con el consentimiento de las comunidades 
y poblaciones locales. 

En la actualidad algunos de los princi-
pales proyectos mineros tienen resistencia 
de las comunidades: Quellaveco (Moque-
gua), Tía María (Arequipa), Minas Conga 
(Cajamarca), Río Blanco (Piura), Santa 
Ana (Puno) y Pucamarca (Tacna). La in-
versión estimada para estos proyectos su-
maría más de 10 mil millones de dólares.

La Defensoría del Pueblo reportó (ene-
ro, 2012) un total de 228 conflictos socia-
les, el 56.6% (129 casos) son del tipo so-
cioambiental que incluyen disputas por el 
control, uso y/o acceso al ambiente y sus 
recursos. La solución a un total de 101 
conflictos socioambientales está en manos 
del Gobierno central. 

De este escenario de constantes tensio-
nes entre comunidades y Gobierno han 
emergido algunos temas que han marcado 
el debate político nacional. 

Las comunidades consideran que la 
minería afecta sus territorios, el ambien-
te y los recursos hídricos y pone en riesgo 
sus medios de subsistencia tradicional. 
Los riesgos de la minería en la disponibi-
lidad y calidad del agua es uno de los te-
mas más recurrentes en las demandas de 
las comunidades. Otro asunto importante 
son los riesgos para la salud humana de las 
actividades mineras.

En varios casos comunidades y pobla-
ciones más que oponerse a proyectos mi-
neros han reafirmado un modelo de desa-
rrollo propio, basado principalmente en la 
agricultura y ganadería tradicional. 

La reafirmación por el modelo de desa-
rrollo local de las comunidades ha llevado 
incluso a la realización de consultas veci-
nales para decidir la inclusión de la mine-

ría en sus planes de desarrollo (Tambo-
grande, 2002; Ayabaca y Huancabamba, 
2007; Islay, 2009).

Si bien estos procesos son en muchos 
casos más locales pero están cuestionan-
do la visión centralista del desarrollo. Por 
ejemplo, si los gobernantes quieren el agua 
y el oro3, para las comunidades no parece 
haber dilemas. Desde el modo de vida ru-
ral está claro que el agua es fuente de vida. 

Hay incompatibilidad con la 
minería en los territorios

En los casos donde las comunidades no 
consienten la minería se puede suponer 
que existe una suerte de incompatibilidad 
de la vocación del territorio con las activi-
dades extractivas (ver recuadro página an-
terior). En estos casos hay territorios que 

ambiental y económi-
camente pueden ser 
incompatibles con el 
desarrollo de activi-
dades extractivas 

Entonces la mine-
ría no siempre puede 
encajar en la cons-

trucción del desarrollo local y regional. 
Por tanto, si la minería no obtiene el con-
sentimiento de las comunidades no debe 
leerse como una “posición ideológica” 
sino que son expresiones de estas incom-
patibilidades.

Las posibilidades de resolver estas in-
compatibilidades se encontrarían en el 
ordenamiento territorial. Este debería de 
hecho reconocer las incompatibilidades y 
la vocación del territorio de las comuni-
dades. Definir qué se hace en un territorio 
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Desde inicios de la década de los 
noventa el extractivismo se intensificó 
sobre los Andes y las comunidades se 
vieron sorprendidas por la presencia 
de empresas en sus territorios.
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